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SEÑOR PRESIDENTE (Esc. Dardo Ortiz).- Habiendo número está 
abierta la sesión. : 


(Es la hora 14 y 50 minutos). 


SEÑOR ALONSO. De acuerdo con el plan de trabajo elaborado 
por la Comisión, en el día de hoy corresponde que continue- 
mos con la discusión relativa a uno de los aspectos del 
recurso interpuesto por el señor Germán Araújo, contra la 
resolución del Senado que lo removió de su cargo de Senador. 


, 
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-En tal sentido, en el entendido de que se Erataba de 
un pánto de previo y especial pronunciamiento, habíamos acorda- 
do que, en primer término, por razones de buen orden y de 
economía de trabajo, dirimiéramos el asunto de la recurribi-. 
lidad del acto. Es decir, si el acto por el cual el Senado, . 
en aplicación de la norma constitucional pertinente, removió He R 
al entonces Senador Araújo de su cargo, es de aquellos actos 
que admiten recurso o no, sobre todo tratándose de un tema 
que ha quedado planteado a raíz de que en el informe expedi- 
do por la Asesoría Letrada en relación a este expediente, 
se .“sostiene la tesis de la irrecurribilidad del acto.del 
Senado en función Je que sería un acto de gobierno. 
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En la sesión anterior hice algunas -reflexiones .Qque, 
si se me permite, quisiera reiterar en el día de hoy porque 
considero que tienen enorme trascendencia. Me refiero a 
las consecuencias o efectos que traiga aparejada la decisión 
que adoptemos sobre este punto. Con relación al resto del 
recurso, es decir, si la medida ha sido acertada, procedente. 
o si contiene vicios formales, podríamos discutir extensamen 
te y llegar a una resolución de indudable importancia porque 
el caso tiene trascendencia política, jurídica y constitucio 
nal. Pero cuando se trata de definir la recurribilidad o. 
no del acto, la trascendencia es mayor porque la- resolución 
-establecerá un precedente jurídico de gran fuerza, que será 
invariablemente aplicable --aunque no con fuerza obligato 
ria-- a cualquier otro caso que se plantee en el futuro. 


La resultancia de este caso concreto será aplicable, - A. E 
en mayor o menor medida, a cualquier otrá hipótesis. similar : he 
que se presente; seguramente ninguna será idéntica a la. j 
que estuvo a consideración del Senado. AS úl ; Ta de 


En lo que tiene que'ver con 'la recurribiiiasá del acto 


del Senado, eso sí puede ser de aplicación estricta y. consi- : 
dero que tiene una enorme trascendencia. o | 
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La tesis de la recurribilidad del acto se basa fundamen- 
talmente en que se trataria de un acto de carácter adminis- 
trativo y como tal, estaría dentro del principio gene-al 
del artículo 317 de la Constitución. La tesis de la irrecu- 
rribilidad se basa en entender que éste es un acto de gober 


no o de los llamados actos políticos, y surge del propio : 


informe del doctor Mieres Muró que, por tratarse de un acto 
de gobierno, no sería admisible contra él recurso si sd 


En primer lugar, aunque tengamos “que transitar por algu- 
nos conceptos que son elementales para los miembros. de esta 
Comisión, por razones de buen orden en el tratamiento del 
tema, pensamos que hay que abordarlo examinando su contenido 
y el sentido que tiene la clasificación de los actos jurídi- 
cos del Estado. Sabemos que los actos jurídicos, desde el 
punto de vista funcional y, también, de su valor y fuerza, 
se pueden clasificar en actos constituyentes --sobre' los 
que no voy a insistir porque están claramente excluidos 


de la hipótesis en discusión--, actos jurisdiccionales, * 


en los que se ejerce la función jurisdiccional, actos legis- 
lativos, eñ los que, se ejerce la función legislativa, y 
actos administrativos, a través de los que se ejerce la 
función administrativa. El concepto de acto administrativo, 
según el doctor 'Sayagués Laso, sería el de la declaración 
unilateral de voluntad de la administración que produce 
efectos jurídicos de naturaleza subjetiva. Esto es lo que 
podríamos llamar una clasificación primaria, en función 
del criterio funcional y del contenido del acto. e 


A su vez, se plantea como > objeción a la recurribilidad 
del acto del Senado, : la invocación: de otra categoría o clasi 


ficación, que sería la de acto de gobierno o acto político.. 


Consideramos que es fundamental determinar qué se entiende 


por acto de gobierno para poder saber si este acto del Sena--: 


do puede ser incluido en esa categoría. En tal sentido, 
en primer lugar hay que definir.si admitimós doctrinariamen- 
te_y desde el punto de vista del Derecho Positivo la existen 


cia de los actos de gobierno; en segundo “término, tenemos - 
que determinar si el que estamos analizando.es o no un acto. 


de gobierno y, por ultimo --aunque fuera 'un acto de gobier 
no--, hay que aclarar. si los actos de gobierno son irrecurri 
bles como se sostiene en el informe del doctor Mieres Muró. 


«La tesis del. doctor. Giorgi define al acto de gobierno 


como aquel que traduce la suprema actividad directiva del. 
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Estado o el que atañe a sus intereses vitales externos e 
internos. Esta teoría nace en el siglo pasado, en Francia, 
y se ha ido reducienSk en su contenido y, diría, en su apoyo 
doctrinario. Paulatinamente ha ido perdiendo crédito, aun 
cuando se puede sostener en forma valedera que el propio 
texto constitucional uruguayo admite, por lo menos, la exis- 
tencia de actos de gobierno, puesto que en varios artículos 
se refiere a ellos con esa denominación, 


Cabe señalar que no puede oponerse el concepto! de acto 
de gobierno al de acto administrativo. En definitiva --y 
en esto la doctrina es unánime-- el acto. de gobierno es 
considerado una subespecie de lo que es el acto administra- 
tivo. Los actos administrativos se dividirían en acto de 
gobierno y en actos de administración, entendiendo por actos 
de gobierno aquellos que definía el doctor Giorgi en los 
terminos que recién expuse, y actos de administración, con 
un concepto de carácter residual, serían todos los demás 
actos administrativos. - Por otra parte, el acto de gobierno 
estaría caracterizado por su alto grado de discrecionalidad. 


¿Por qué decimos que se trata de una .subespecie dentro 
de lo que es el acto administrativo y por qué no son compara 
bles a la categoría de dicho Acto? En primer lugar, porque 


-el acto administrativo, así como el legislativo, el juris- 


diccional y el constituyente atienden fundámentalmente al 
contenido del acto, a lo que es su fuerza y su valor, tal 
como lo expresa el doctor Cassinelli Muñoz. En cambio, en 
este caso, la clasificación se hace de acuerdo con otro 
criterio, con el del objeto y la finalidad del acto. ES 


decir, el acto legislativo, a lo que atiende es al cumpli- 

miento de la función legislativa y al contenido de la norma, ' 
que sería una norma de carácter abstracto y de aplicación 
-general; el acto administrativo 'se refiere al contenido 


de la norma en cuanto es una norma unilateral pero de efecto 
jurídico subjetivo. Estos criterios no son los que regulan 
el acto. de.gobierno que a lo que atiende es a la finalidad 
perseguida Por ese acto. . 


Por lo tanto, es incorrecto pretender configurar el 


acto de gobierno como una categoría equiparable o que puede: 
entrar dentro de la misma calificación de los actos legisla- 


tivos. ] 


: Las hipótesis de actos en cuanto a forma de expresión 
de la voluntad del Estado siguen siendo. cuatro: el acto 


* 
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constituyente, el jurisdiccional, el. administrativo y consti 
tucional. 


Dentro de la categoría de acto administrativo nos encon- 
tramos con subespecies donde se. puede hablar de acto. de 
gobierno, de acto de administracion. 


El artículo 317 de la Constitución es el que establece 
el principio general en materia de recurribilidad de los 
actos: "Los : actos administrativos pueden ser ¡impugnados 
con el recurso de revocación, ante la misma autoridad que 
los haya cumplido, dentro del término de diez días, a contar 
del día siguiente de su notificación personal, si correspon- 
diere, o de su publicación en el ,Diario Oficial." Este 'es 
el principio general que establece nuestro Derecho positivo 
en su máximo nivel. 


También la Constitución, cuando se refiere a la competen 
cia del. Tribunal de lo Contenciosó Administrativo en el 
inciso primero del artículo 309 establece: “El Tribunal 
“de lo Contencioso Administrativo conocerá de las demandas 
de nulidad de actos administrativos definitivos, cumplidos 
por la Administración, en el ejercicio de sus funciones, 
contrarios a una regla de derecho a con desviación de poder." 


Asimismo, el inciso segundo establece: "La jurisdicción 


del Tribunal comprenderá también los actos administrativos 
definitivos emanados de los demás órganos. del Estado, de 


los Gobiernos Departamentales, de los Entes Autónomos “y: 


de los Servicios Descentralizados” 


z E »» 
Me he permitido hacer tuna breve lectura de estos inci- 


sos, señor Presidente, porque la reforma constitucional - 


de 1967 introdujo una modificación que entendemos que es 
sustancial para la interpretación armónica del sistema que 
establece la Cormstitución. Asi, en él seda competencia 


al Tribunal de lo Contencioso Administrativo con referencia 


a los actos administrativos definitivos emanados de .1os 
demás órganos del Estado. Se trata de una expresión genérica 
con la que se quiso englobar todas las hipótesis de los 


actos administrativos que pueden .ser dictados, por los órga-. 


nos -del Estado. 


Todo esto fue-muy comentado por el doctor Julio Sanguinet 
ti, quien señaló que lo que se había pretendido era poner 
dentro del marco de control Jurimdiccionad fondos. los actos 
NOA del Estado. 
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Puedo referirme también al artículo 198 de la Constitu-. 


ción como a otro texto positivo que, en algún momento, ha 
sido esgrimido como un supuesto argumento en contra de la 
recurribilidad de los actos con caracter general, ya que 
establece que las destituciones y  remociones en el caso 
de los Directores de. Entes Autónomos, no darán derecho a 
recurso alguno ante el Tribunal de lo Contencioso Adminis 
trativo. : : 
Considero que, justamente, esta excepción qué a texto 
expreso hace la Constitución, nos señala --dado que no pode 


mos suponer que se trata de una mención superabundante o 
innecesaria del texto constitucional-- que fue necesario 


fijarla porque, de lo contrario, el precepto hubiera caído 


dentro del principio general, que establecía la recurribili- 


dad para todos los actos administrativos. 


Quiero señalar que en el informe del doctor Andrés 'Mie- 
res Muró me llamó mucho la atención la debilidad que posee. | 
toda la argumentación que se hace para apoyar la irrecurri--- 


bilidad del acto de gobierno, en este caso el acto adminis- 
trativo dictado por el Senado, 


Deseo. poner de manifiesto, que demostrando una gran 
honestidad intelectual, no se omiten los ' antecedentes y 
opiniones .de la doctrina, contrarios a la tesis del propio 
informante. Pero al no hacerlo, de su lectura surge con 


fuerza demoledora que la opinión de la doctrina contraría . 


“la tesis del. informante. 


Personalmente, considero que “se ¡incurre en un error 
de enfoque, ya que se insiste persistentemente en. la crea- 
ción de la categoría . "acto de gobierno". En este momento 
voy a prescindir |--porque * no quiero dilatar. en exceso mi 
intervención, y porque creo que no hace a lo. fundamental 
de la discusión del tema-- del análisis de la existencia 
o no del acto de gobierno, o del acto político, denominación 
ésta que responde, desde el punto de vista jurídico, más 
que nada, a un engendro del doctor Aparicio Méndez y que 
este propio Senado se encargó de derogar. Repito que voy 
a prescindir de dicho análisis ya que por el- camino de la 


doctrina, ' nos llevaría muy lejos, y porque considero que 


a los fines del tema es totalmente irrelevante. Por  consi- 
guiente, vamos a dar por sentado que existen los actos de 
gobierno, sostenidos, reitero, por una doctrina en retroceso 
Y, sobre todo, como bien lo señala el SOstas Giorgi, con 


T 


fa 


la dificultad de que no es posible precisar en forma absolu- 
ta cuáles son actos de gobierno y cuáles no. 


El doctor Giorgi señala, incluso, en su trabajo "El 
Contencioso Administrativo de Anulación”, qué lo que consti- 
tuyen actos de gobierno para un sistema o regimen determina= -- 
do, pueden no serlo para otro sistema.- En consecuencia, 
deseo advertir el peligro enorme que implica la existencia ' 
de una teoría que establezca la irrecurribilidad de actos 
$” sobre los cuales no hay una absoluta precisión e identifica- 
z ción. No debemos olvidar que al hablar de la irrecurribili- 
dad de actos, prácticamente, nos estamos refiriendo a una : 
discrecionalidad total y absoluta de los órganos del Estado, 
tesis que nos parece sumamente peligrosa Y q, en la Consti 
tución de 1967, se tiende a evitar. o. 


Ss A lo que deseo llegar es a que la naturaleza del acto . 

JN de remoción que aprobó el Senado el 21 de diciembre próxima : E O 
pasado, es la de un acto parlamentario --aplicando un Ccrite sr 

rio organico-formal--, ya que emana de un órgano del Poder 

po Legislativo. Desde 'el punto de vista sustantivo, se trata 

de un acto administrativo discrecional, es decir, por aplica 

ción del criterio DAteraa. 


2 En función de ese acto administrativo discrecional 

: --según el profesor Sayagués Laso--, la Cámara de que se 
trate tiene la posibilidad jurídica de apreciar libremente:  . 
la oportunidad o conveniencia de LA. acción administrativa, . 
dentro de ciertos limites. « 


Puntualizo esto último con énfasis porque- creo que es 
fundamental á esos efectos, señalar --como bien lo precisa 
. Giorgi en alguna -opinión-- que ningún acto de los órganos 
del Estado puede ser totalmente discrecional, y que todo 
y acto de los órganos del Estado, de una forma oO de otra, 
O]: tienen que estar sujetos a un determinado contralor. Esto - 
es muy importante desde el punto de vista de la filosofía 
política, así como del sistema de gobierno que nos rige. 
Tanto la Carta como su aplicación _por los órganos del Estado 
. muestran la permanente preocupación del. respeto a las garanm- 
tía y a los ARFRCNOR individuales. Sp 
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En general, expreso. que la tesis de existencia de los actos 


de gobierno y de que ellos son irrecurribles implica un peli- 


gro muy serio para la vigencia de los derechos y las garan- 
tías individuales. 


La remoción, ¿es un acto de gobierno? Entiendo que no. 


La decisión que toma el Senado, que es de carácter disci- 
plinario, no encuadra dentro de lo que Giorgi define con a- 
cierto como la "suprema actividad directiva del Estado o- la 
. que atañe a sus intereses' vitales internos -y externos”. Por 
consiguiente, no se trata de una decisión que atañe a los 
intereses vitales internos y externos del Estado. Pero aun 


cuando se tratara de un acto de gobierno, sostengo --y puedo 


demóstrarlo con la lectura de las citas-- que la unanimidad 
de la doctrina se afilia a la tesis de que los actos de go- 


bierno son recurribles. O sea, los actos de gobierno comparten 


la naturaleza de acto administrativo y, por lo tanto, son 


recurribles porque así lo establece, expresamente, el texto e 


constithcional. Y, salvo que exista -—también expresamente 


y en el texto constitucional-- la excepción correspondiente,. 


lo único que cabe es aplicar el criterio de la recurribilidad. 


Me llama la atención que, en el “informe del asesor Jletra- 
do, el argumento al que basicamente se remite es al del infor-' 


me de la Comisión Asesora Constituyente de 1952. Es curioso 
porque lo que no es recogido expresamente por el texto consti- 
tucional --y si estaba en el contenido en el informe en mayo- 
ría: de la Comisión-- es esgrimido no como argumento coadyu- 
vante, sino fundamentalmente para oponerlo al propio texto 
positivo. ' Tan es así que, inclusive, la conclusión a la que 
llega el informante --y aludiendo la la que es la opinión del 


señor Senador Aguirre-- es la siguiente: “Por ello, contrarian- . . 


do el ilustrado criterio sustentado por el doctor Gonzalo 
Aguirre - Ramírez, entendemos que para que la teoría que él 
defiende fuera la acertada, el artículo 309 de la Constitución 
debería decir "actos administrativos definitivos incluidos 


los de gobierno". Creo por lo tanto, que esta: conclusión lo 


que hace es ratificar y confirmar la debilidad de toda la 
argumentación anterior, porque si se propone - la” fórmula de 


que debería decir "actos administrativos definitivos incluidos .. 
los de gobierno”, está admitiendo y reconociendo que los actos 


de gobierno son actos administrativos. 


Por lo tanto, el constituyente no tiene por qué ASDALEE 


lo que sería, en cierta E una reiteración, un pleonasmo, 
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"incluidos los actos de gobierno", porque bastaría con esta- 
blecer genéricamente y sin ad que "son recurribles 
los actos administrativos" Esto es, precisamente, lo que 
establece la Constitución; y al texto expreso del derecho 
positivo, no veo cómo se puede oponer como argumento lo que 
puede haber sido un informe en mayoría de una Comisión Ase- 
sora. Ñ 


En síntesis, ratifico que los actos del Estado se siguen 


clasificando como actos constituyentes o jurisdiccionales . 
o legislativos 0 administrativos. Por lo tanto, en ese nivel .. 
no hay otras categorías. Las hay sí, dentro de los actos admi- 


nistrativos y, en aplicación de otro criterio. que es el de 
la finalidad del acto, podemos distinguir ¿omo subespecies 
los actos de gobierno y los de administración. Más allá de 
que no los miro con simpatia, sino con desconfianza, podría 
admitir, teoricamente, la. existencia de los actos de gobierno; 
pero de ello tampoco se infiere que los actos de gobierno 


sean ¡¡irrecurribles, porque el texto constitucional dice exac- - 


tamente lo contrario. 


Para finalizar, reconociendo el hecho de que evidentemente 
le sobra la autoridad jurídica, la elocuencia y el poder de 
sintesis que me faltan, voy a dar lectura a un trabajo muy 
breve --pero muy claro y jugoso al respecto-- del doctor Jus- 
tino Jiménez de Aréchaga. En la revista ."Judicatura” Año 1, 


N2 3, de 1976, en un breve trabajo que -denomina “Los actos 


de gobierno y el Tribunal de lo Contencioso Administrativo" 
dice lo siguiente: "Se ha discutido más de una vez si los 


actos llamados de gobierno pueden ser impugnados por razón. 
de ¡ilegalidad ante el Tribunal de lo Contencioso Administra- 


tivo con el efecto de que éste pueda. eventualmente disponer 
su anulación. Parece muy claro que la' incorporación del Tribu- 


“nal de lo Contencioso Administrativo en medio de la adminis-. 


tración, como decía Espalter, tuvo por finalidad imponer al 
Poder administrador --el Ejecutivo "lato sensu"--, su  sumi- 


sión al principio de legalidad. Esto fue dicho en las últimas . 
constituyentes y sus sucedáneas en todos los tonos. Pero algún 
tiempo después de: nacida la nueva institución, . a la cual el. 


texto del artículo 309 atribuye tan amplísima competencia, 


surgio. la idea. de que se debía establecer un distingo que - 


circunscribía gravemente ese ámbito del poder del Tribunal; 
dejando : fuera de él materias de la mayor importancia, algunas 
de :«ellas- vinculadas con la vigencia efectiva de ' los derechos 
humanos. e: . 
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¿Cuál fue esa idea? Se tomó en consideración el hecho 
de que el artículo 147 de la última Constitución, cuando trata 
la posibilidad de que los Ministros sean juzgados por la Asam- 
blea General, dice que podrán serlo por sus actos de adminis- 
tración. o de gobierno. De ahí se partió para sostener que 
la Constitución nacional, digamos mejor, el Derecho Constitu- 
cional nacional, admite el distingo antre actos de administra- 
ción y actos de gobierno. Luego, dando un salto más hacia 
el derecho extranjero, se argumentó que aquí y allá, que en 
tal y tal otro país, solamente se admite que se ejerza el 
- contralor de regularidad - juridica sobre los actos de admi- 
nistración, pero no sobre los actos de gobierno. Creo que 
esa. doctrina, peligrosísima en la práctica, funesta en los 
resultados, es equivocada en sus fundaméntos. 


Si bien dl Derecho Constifacional uruguayo distingue entre 
'acto3 de “diministrnación y actos de gobierno, no dice que sola- 
mente estén sometidos al control de regularidad jurídica los 
actos de administración. En cambio, expresa qué están someti- 
dos a ese control de regularidad jurídica los actos adminis- 
trativos. Y hay que entender que tanto son actos administra- 


tivos los llamados actos de administración como los llamados - 


actos de gobierno, como lo sabe cualquiera que tenga nociones 
básicas de teoría general de Paren: 


Así, pues, el. contralor ha de ejercerse sobre todos los 
actos administrativos, desde que no puede el intérprete dis- 
- tinguir donde la ley no lo hace. .En efecto, el artículo 309 
da claramente una noción material del acto administrativo 
que alcanza a todo acto jurídico:emanado de cualquier órgano: 


del: Estado, lo qu«-quiere decir que se concibe al acto admi- * 


nistrativo en su sentido material, que implique- la puesta 
en acto de la función administrativa, ya se trate de'lun acto 
regla, de un acto condicion, ode un acto: subjetivo. Esta 


comprensiva concepción del acto administrativo involucra' tanto - 


a los actos de administración como a los actos de gobierno, 


hechos unos y otros de una misma sustancia jurídica, difi-. 
riendo entre si solamente por el gradó de discrecionalidad : 

en Cuanto al mérito por el grado de libertad para apreciar- 
las razones.de conveniencia que se reconocen al gobernante 


habilitado para adoptar actos de gobierno. Es muy corta, por 
lo demás, la lista de los tales actos de gobierno. 


Los autores Citan,-en general, el acto de designación: 
de Embajadores, el acto por el cual en algunos países el titu- 
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lar del Ejecutivo puede decretar el estado de sitio, sin per- 
juicio de su eventual revisión ulterior _Por el Parlamento, 
el recurso de las medidas de seguridad, etcétera. Nos parece 
de la más absoluta evidencia que tales actos, que son todos ' 
actos administrativos, están, por lo mismo, sometidos a la 
competencia de anulación reconocida al Tribunal de lo Conten- 
c1ioso Administrativo. - 


¿Quién puede afirmar que se vive en el estado de derecho 
que la Constitución ha querido establecer según ha sido pro- 
clamado "urbi et orbi”" Si, por ejemplo, se priva a una persona 
de su libertad por la vía de una medida pronta de seguridad, 
pero ella no és comunicada a la Asamblea, o no es' comunicada 
dentro del plazo de 24 horas, o no es comunicada con. expre- 
sión de sus motivos, o la detención se consuma en local desti- 
nado a la reclusión de delincuentes, o no se ofrece al dete- . 
nido la opción de salir del pais? ¿Quién puede decir que se 
cumpie con el sistema constitucional si se designa como Minis- 
tro a “quien no es ciudadano o cuenta veinte años de edad oO 
tiene |suspendida la ciudadanía? ¿Quién puede pretender que 
la decision del Presidente de la República de abandonar el 
territorio - nacional por más: de 48 'horas sin autorización 
del Senado está fuera de control de legalidad? 

ñ 6 $ 

Los actos de Gobierno son actos administrativos : que, por 
su especialidad, se estima que requieren la atribución de 
un amplio poder de apreciación, de conveniencia, de pondera- 
ción, de oportunidad y en favor de la autoridad competente. 
: Pero. en manera alguna constituye modo de actuación al 
margen del Derecho. Por «el contrario, lo civilizado es que 
a esa concesión de un margen más amplio. de apreciación, de 
oportunidad o de conveniencia se acompañe la imposición de 
formas muy precisas, a las cuales se deba ajustar.la prepara- 
ción y emisión del acto. Yes ahí, en el incumplimiento o 
en el torcido cumplimiento de esas formas, que se revela la 
conducta antijurídica del poder público, a veces con una tre- 
menda capacidad docente. Resulta simplemente absurdo que el: 
incumplimiento de caminos puramente formales, en actos ordina- 
rios de la administración, que en muchos casos resultan ¡insu- 
ficientes para causar una lesión profunda e irreparable de 


un derecho subjétivo, autorice la anulación del acto del Tri- 


bunal, mientras que el incumplimiento, a veces ostentoso, - 


_de los límites formales impuestos a la realización de ciertos 


de :los llamados actos de gobierno que pueden importar la le- 
.sión masiva de derechos fundamentales, escape porque, simple- 
mente, se les ha ee ese antiguo rótulo a ¡todo control 


de regularidad jurídica”. ! 
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Hasta aquí, señor Presidente, lo que es la cita del doctor 
Justino Jiménez de Aréchaga. Agradezco la benevolencia de 
esta Comisión por permitirme hacer esta lectura, pues a mi 
entender la autoridad jurídica del doctor Jiménez de Aréchaga. 
justificaba señalar prácticamente el mismo punto de vista 
con mucho mayor claridad y elocuencia que queen A, 


Por último, me resta sólo agregar que me preocupa la solu- 
ción de este aspecto, porque pienso que establecer la irrecu- 
rribilidad de alguna categoría, vaga o.no --en este caso muy 
vaga--, de actos jurídicos del Estado implica un tremendo 
peligro y riesgo, tanto como decir que para "ciertos actos 
jurídicos la autoridad gubernativa está al margen y por encima o 
del Derecho, ya que no puede ser controlado ni regulado ab- b 
solutamente por nadie. Como tengo la absoluta convicción: de 
que ninguno de los señores Senadores puede compartir esa con= ' 
clusión, me permitiría alertar sobre las consecuencias. que  : ; 
pueda tener el que prospere: una tesis de este tipo. 


yd 


a 


Era cuanto quería manifestar. 
SEÑOR FA ROBAINA.- ¿Me permite señor Presidente? 


En una reunión anterior, había adelantado mi posición, * 
desde el punto de vista formal, en cuanto a la viabilidad 
del recurso. Ese es el punto que estamos considerando en la 
etapa previa y sin haber entrado aún en el' tema de fondo, 

, es decir, de la causal invocada para la remoción del legis- 
, lador. o 


En principio, había llegado-a la conclusión --que ahora 
he revisado-- de que el acto era irrecurible, Revisando los ' 
textos, releyendo.algunas de las citas y, fundamentalmente," 
habiendo tomado contacto [con ese punto de. vista que expone 
con la claridad que le es característica el doctor. Justino 
Jiménez de Aréchaga --que no conocía y al que ha dado lectura 
recientemente el señor Senador Alonso--, he'.arribado a la 
conclusión --lo que digo sin ninguna violencia-- de que mi 
punto de vista inicialmente manifestado no.era el que corres- . . 
pondia; no me parece que fuere el correcto a la luz del juicio 
manifestado por el doctor- Jiménez de. Aréchaga. 


En consecuencia, es válida para mí la conclusión a -la' 
que arriba el. doctor Correa Freitas en su trabajo, cuando 
dice que, en definitiva-y conforme a lo dispuesto por el ' ar- 
tículo 309 de la Ronstitución» el Arábumal de lo Contencioso 
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Administrativo es competente para conocer de una demanda de 
nulidad de un acto de remoción de un legislador. Siendo un 
acto administrativo discrecional, el Tribunal deberá apreciar 
la ¡ilegalidad del acto en cuestión, competenciá del órgano, 


quórum para la resolución, causal invocada, .pero sin entrar 


a Considerar las razones de oportunidad o de conveniencia 
que tuvo la Cámara para adoptar la decisión impugnada. 


De manera qué, conforme a lo que resulta del nuevo texto 
del artículo 309 de la Constitución y a los comentarios ante- 


riores que me habían inducido a sostener la ¡irrecurribilidad,. 


mí conclusión se fundaba, principalmente, en argumentaciones 
¿que hacía el doctor Jiménez de Aréciaga, pero "referidas al 
texto anterior de la Constitución. 


Cuando este eminente EUR considera el artículo 309 


- con su nueva redacción, esto 'es, después de la reforma de 


: 1966, parece clara la conclusión a la que hay qué llegar, 


y a la que ahora me afilio. 


Desde el punto de vista formal de la recurribilidad del 
acto cumplido por el Senado, voy a decir, entre paréntesis, 
que no considero que se un acto de gobierno, sino de carácter 
administrativo, “pero con el distingo que establece el propio ' 


doctor Justino Jiménez de Aréchaga. * 


De acuerdo a su afirmación --que sigue siendo válida-- 
se trata de un acto administrativo especialísimo, pero como 
tal está sometido a lo que determinan los artículos 309 y 
317 de la Constitucion. En una palabra, es recurrible ante 
el Trans de lo Contencioso Administrativo. ' 


Por supuesto que no es. este el momento de entrar a consi- 


derar el tema de fondo, es decir, la aplicabilidad o no, al' 
caso recurrente, de la causal expresamente prevista, la que, ' 
por -oOtra parte es nueva ya que fue introducida en la porra 


a que haciamos alusión. 


A Cuenta de mayor abundamiento, dende- ya. adelanto que P 
a mi juicio, en el caso del ex-Senador Araújo, el acto: cumpli- ' 


do por el. Senado fue absolutamente. válido. 
Nada más. 
SEÑOR AGUIRRE.- ¿Me permite señor Presidente? 
En la sesión Anterior ya estúvimos discutiendo el recurso 
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interpuesto por el ex-Senador Araújo respecto al acto de remo- 
-cióon que, con relación a su persona, emitió el Senado el día 
23 de diciembre próximo pasado. 


En realidad, el tema de fondo no es otro que la regulari- 
dad del acto jurídico emitido en esa ocasión por el Senado, 
el. que ha sido impugnado por el recurrente imputándole diver- 
sos vicios en su regularidad jurídica o causales de ¡ilegali- 
dad en el sentido amplio. Lo cierto es que, no sólo en virtud 
del informe que ha emitido --y que figura adjunto a los ante- 
cedentes de este asunto-- el Director de los Servicios Jurídi-. 
cos del Palacio Legislativo, el doctor Mieres Muró, sino en 
razón de ciertas afirmaciones hechas en Comisión, nos habiamos 
abocado a este punto que debe considerarse de previo .y, espe- 
cial pronunciamiento. Como el compañero de Comisión que más 
objéciones había hecho a ese respecto o que las había reali- 
zado con carácter más general, llegando a negar la recurribi- 
tidad del acto del Senado como administrativo, lo era el señor 
Senador « Fá Robaina --quien termina de rectificarse en esa 


-  Opinión--, creo que este punto. va a dejar de ser materia: de * 


“discusión por cuanto no.se habían vertido en ella otras Opi- 
niones que sostuvieran o que determinaran la irrecurribilidad 
en via administrativa de este acto de remoción. 


Por consiguiente, voy a hacer gracia al Cuerpo de la rei- 
teración de las razones que expuse, en la sesión anterior, 
fundando la recurribilidad del acto, a traves de la lectura 
del dictamen del señor Director de dla Oficina del Servicio* 
Civil y profesor adscripto de Derecho Constitucional, doctor 
Correa Freitas y de la referencia al artículo 318 de la Cons- 
titución que, en mi opinión -dado su tenor literal y su sen- 
tido absolutamente claro- consagra, precisamente, la recurri- 
bilidad irrestricta, sin excépción alguna, de todos los. actos 
administrativos. Inclusive, para el caso de que se considerara 
que éste no es un acto administrativo o que no es recurrible, 
determina que el-Senado deba abocarse a resolver el. planteo- 


del ex-Senador Araújo, porgue entonces se trataría de una . 
. . . . . e 
peticion comprendida en los terminos clarisimosj,+ A, 


del artículo 318 de la Constitución. 


Pero tanto en esta Comisión como en el dictamen del. dóctor 
Mieres Muró se ha hecho caudal de la' supuesta, calidad de 
acto de gobierno que tendría esta decisión del Senado, dictada 
al amparo del artículo 115 de la Carta, en cuyo mérito se 
sostiene que el acto-sería inimpugnable por vía jurisdiccional 
ante el Tribunal de lo Contencioso Administrativo. 


¡ 
: 


bos 


AAA 


Me acotaba hace un rato, soto voce, el señor Senador 
Ortiz --y creo que lo dije en la sesión anterior-- que es 
muy claro que este no es un problema que deba determinar este 
Cuerpo; es decir, si el acto es inmune «al contralor jurisdic- 
cional --que es el efecto tradicional de la teoría del acto 
de gobierno-=. no es el Senado ni su Comisión de Constitución 
y Legislación los que deban decirle al Tribunal de lo Conten- 
cioso Administrativo que no puede abocarse al estudio y even- 
tual anulación o confirmación de este acto, porque el mismo 
es de gobierno. Y si se trata _de un problema relativo al con- 
tralor jurisdiccional, es el órgano constitucionalmente compe- 
tente para ejercer ese contralor el que debe decir si el acto 
está comprendido dentro de las potestades que le asigna la 
Constitución o si no es asi.. ss 

“. 4 

Desde el punto de vista lógica, esto es clarísimo. Por 
lo tanto, deberíamos clausurar aquí también la discusión y 
pasar, simplemente, a dilucidar si el Senado ha dictado un 
acto arreglado. a derecho --y por consiguiente “el mismo debe 
ser confirmado-- o si., por el contrario, hemos dictado un 
acto que ofrece fisuras en su legalidad, que es susceptiblé 
de la impugnación ante el Tribunal de lo Contencioso Adminis- 
trativo por la ¡ilegalidad de su contenido o por cua lquigé” 
otro vicio de esa naturaleza y, por ende, deberíamos soste 
que el acto tiene que ser anulado. 


No obstante ello --aunque esto es muy claro desde el 
punto de vista conceptual, esto es, que la determinación de 
si el acto eso mnmo de gobierno y, en caso de darse una res- 
puesta afirmativa, si por ello es o no susceptible de contra- 
lor jurisdiccional, es resorte del Tribunal de lo Contencioso 
Administrativo-- considero que la discusión sobre este punto 
se va a producir ¡inevitablemente en el ámbito del Senado, 
porque el tema tiene implicancias políticas y porque ya. se 
ha emitido opinión a este respecto. Por consiguiente, va a 
resultar poco menos que imposible impedir que se: debata. este 
aspecto del tema, aunque ello sea formalmente improcedente. 


Además --como se-:ha dicho aquí respecto del problema ' 


.de fondo, de la legalidad o ilegalidad del' acto-- esta invoca- 


ción de la teoría del acto de gobierno para negarle competen- 
cia al Tribunal de lo Contencioso Administrativo, también. 
es un problema que tendrá que dilucidar el mencionado Tribu- 
nal. Por lo tanto, si es politicamente ¡importante -.--como lo 
hemos sostenido-- que el Senado no eluda el pronunciamiento 
sobre el recurso y que respalde lo actuado anteriormente 
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--con lo cual va a ofrecer al Tribunal valiosos elementos 
de juicio-- también es importante que el Cuerpo fije” posición 
acerca de la teoría del acto de gobierno y su eventual aplica- 


bilidad al ejercicio de la competencia que le asigna el” 


artículo 115 de la Constitución, porque ello también aportará 
un elemento útil para el pronunciamiento que al respecto va 
a tener que emitir, sin duda aLguna, el Tribunal de lo Conten- 
cioso Administrativo. iS 

Sobre este punto, hago mías todas y cada una de las mani- 
festaciones del señor Senador Alonso, todas y cada. una de 


las referencias doctrinarias que ha hecho y . fundamentalmen-. 


te, su alusión al terminante pronunciamiento del doctor Justi- 


no Jiménez de Aréchaga; formulado en 1976 en un trabajo cuyos- 


originales tengo en mi poder por una. : razón circunstancial 
y que vio la luz en la revista "Judicatura" en. el. mencionado 
año. 


Pero además de lo que ha sostenido con toda su ánteridad 
y su habitual claridad conceptual y expositiva el doctor Jimé- 


nez de Aréchaga, .otras altas autoridades de la doctrina nacio-. 


nal se han expresado al respecto de manera terminante y creo 
que clarifican total y definitivamente el problema, a pesar 
de existir opiniones en contrario. 


Desde el punto de vista conceptual, en. cuanto a qué es 
jurídicamente, en la Teoria General del Derecho y en la Teoría 
del Derecho Administrativo, un .acto de gobierno, Creo que 
para ilustrar el tema, para clarificar los conceptos, es 
insuperable lo que expresa el doctor Enrique Sayagués Laso 
en las páginas 308 y siguientes del Tomo 1 de su Tratado de 
Derecho Administrativo. No obstante reconocer que el doctor 


Sayagués Laso admitía que de. los antecedentes de la Constitu-' 


ción de 1952 podía sostenerse, en el: Derecho uruguayo, la 
aplicabilidad de la teoría del acto de gobierno como un límite 
a la competencia del Tribunal de lo Contencioso Administrativo 
 o--si bien no se expresa de manera terminante en ese -senti- 
- do-- es absolutamente claro al. descalificar el fundamento 


jurídico conceptual de' la teoría del acto de gobierno, en 


términos que me voy a permitir reproducir brevemente. En la 


página 398 del Tomo I de su Tratado expresaba: "Otra distin- - 


ción que suele hacerse, aunque sumamente combatida., es la 
que separa 'los actos de gobierno y de administración. Muy 


desarrollada en Francia durante cierta época, se extendió” 


en el derecho extranjero. Por esa circunstancia, conviene 


estudiar brevemente Jas solufiones del derecho comparado. 


| 
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En el derecho francés la distinción encuentra base legal en 
el artículo 26 de la ley de 24 de mayo de 1872, según el cual 
ciertos actos no serían susceptibles de recursos ante el Con- 
sejo de Estado, ni podrían motivar una reclamación de perjui- 
Cc10S. 


El distingo, afirmado sin vacilaciones por la jurispru- 
dencia y admitido por algunos autores, ha sido criticado acer- 


bamente por la doctrina, que le niega fundamento jurídico 
e incluso afirma su inutilidad, ya que por la vía de la dis- 


crecionatidad administrativa puede llegarse a soluciones aná- 
logas, restrictivas del. contralor judicial, que comtemplen 
razonablemente las legítimas necesidades de la administración. 
Pero la crítica ha sido infructuosa en cuanto a lograr el 
abandono de la distinción. No obstante, ha tenido como resul- 
tado restringir cada vez más el concepto de acto de gobierno. 


El criterio para determinar cuáles son los actos de go- 
bierno ha evolucionado mucho en el derecho francés. En un 
primer momento se tomó en cuenta el. móvil que había inspirado 
el acto: cualquier acto era considerado de gobierno si había 
sido dictado por razones políticas. Ese criterio, . indudable- 
mente anticientífico, fue abandonado por el Consejo de Estado 


en 1875, procurándose, sustituirlo por.una noción - relacionada - 


con el objeto de los actos, es decir, estableciendo una dife- 
rencia de naturaleza entre las funciones de gobernar y de admi - 
nistrar. Pero ante. la imposibilidad de hallar conceptos cla- 


ros al respecto, se admitió un criterio empírico; conforme: 
al Cual se consideran actos de gobierno aquellos declarados . 


tales por el Consejo de Estado. 
== 
En el momento actual la nómina de actos - de gobierno .es 
muy reducida: en el ambito interior, los actos del Poder Eje- 
cutivo en sus relaciones con el Parlamento, el estado de sitio 


y ciertas medidas de carácter interno; en lo exterior los 


actos de carácter diplomático --tratados, su interpretación, 


instrucciones a los agentes diplomáticos, anexión de territo-:. 


rios, actos y hechos de guerra, etc.-- y más adelante, en .la 


página 402, Sayagués Laso expresa lo siguiente: “El concepto. 


de acto de gobierno conviene examinarlo primero en. el plano 
estrictamente doctrinario. ; 


Desde este punto de vista cabe' observar, ante- todo, que” 


se incurre en falsa oposición al contraponer el acto de _go- 
bierno al acto administrativo. En efecto,.ello supone . .introdu- 
cir en las clasificaciones de los actos estatales basadas 
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en la forma y efectos de dichos actos, una distinción que 
toma en cuenta otro elemento distinto: su finalidad u objeto. 


Los actos jurídicos estatales pueden clasificarse en 
constituyentes, legislativos, administrativos o jurisdicciona- 
les, tanto desde el punto de vista formal como material, es 
decir, en razón de su forma o de sus efectos. Todos los actos 
jurídicos de las entidades estatales caben en una u otra de 
dichas cuatro categorías. Esto no excluye que*dichos actos 
puedan clasificarse desde otros puntos de vista. Así, cabe 
distinguir los actos de gobierno de los que no lo son. Pero 


como esta clasificación es independiente de la anterior, re-: 


sulta, que los actos de gobierno pueden ser constituyentes, 
legislativos, administrativos y jurisdiccionales en sentido 
formal o material. 


De lo expuesto se deduce que entre los actos administra- 
tivos'pueden existir algunos que» merezcan el calificativo 
«de actos de gobierno. Pero esa circunstancia no excluye su 
calidad de actos administrativos, con todas las consecuencias” 
--yéase bien,” lu dice Sayagués Laso-- "que derivan en cuanto 
a la posibilidad de impugnarlos mediante recursos administra- 
tivos o jurisdiccionales, o de reclamar la reparación patrimo- 
nial si fuesen ilegales y lesionasen derechos subjetivos, 
conforme a las normas generales. Todo sin perjuicio de las 
restricciones que a texto expreso se hallaren. establecidas" 
una, de las Cuales, o la única, acoto yo, es la que señalaba 
hace un rato el señor Senador Alonso con respecto a remociones 
de directores de Entes Autónomos, establecida a texto EXpreso 
por los artículos 197 y 198 de la Constitución. 


Además, señor Presidente, no improvisamos opinión en 
esta materia. En un trabajo, en una nota sobre jurisprudencia 
publicada en el año 1970, en la Revista de Derecho, Jurispru- 
dencia y Administración, Tomo 69, criticamos una. sentencia 
del Tribunal que descartaba la infalibilidad de un acto del 


Poder Ejecutivo por el que se había clausurado un órgano de : 


prensa, haciendo caudal para ello, de la teoría de actos (de 
gobierno, la cual se fundaba en una aseveración que reconocía 


como antecedentes dos argumentos que, decíamos nosotros, .en-' 


tonces, distan de ser novedosos. 


Comienzo, parcialmente, la lectura de esta breve nota 
de jurisprudencia, con la que definía mi posición en el te 
ma, reitero, en 1970. Los argumentos que esgrimía el Tribunal 
de lo Contencioso Administrativo, en aquella nr - y que 
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yo calificaba de poco novedosos, eran los siguientes: "12) 
Que de los antecedentes parlamentarios de la reforma constitu- 
cional de 1951 surge con precisión el alcance restricto que 
se le quiso dar al artículo 309; 22) Que la distinción entre 


acto de administración y acto de gobierno ha sido recogida 


a texto expreso, además, por el artículo 147 de la Constitu- 
ción. ; 


Vayamos por partes.” Decíamos entonces: "El primer argu- 


mento nñós resulta inválido. Es conocida la posición de Arécha- 
ga, Compartida por la doctrina nacional, en cuanto a no reco- 


nocer. valor a antecedentes registrados VUurante la labor de: 
la Asamblea que prepara el texto a plebiscitarse, cuando con--. 


tradicen el tenor literal inequívoco de los preceptos consti- 
tucionales a interpretar.” ns 
En aquel entonces realicé la transcripción de un trabajo 
del doctor Justino Jiménez de Aréchaga sobre la naturaleza 
jurídica del Banco de Previsión Social y el régimen presupues- 
tal que le es aplicable. Dicha transcripción fue también  pu- 


blicada en la Revista de Derecho, Jurisprudencia y Administra- 


ción, en su Tomo 68. Por razones de brevedad y para no cansar 


al Cuerpo, voy a omitir esta -lectura. Tengo una posición doc- . 


trinaria que es unánime, y que es también -sustentada por el 
Profesor Korzeniak en su. curso de Derecho Constitucional; 


esto es, que los antecedentes aplicados a través de la discu-' 


sión parlamentaria no tienen valor para interpretar el.texto 
constitucional, porque el Constituyente no lo es la. Asamblea 


parlamentaria que discute y prepara el texto, sino que lo 


es el cuerpo electoral que es quien sanciona y da fuerza de 
norma jurídica. 


Más adelante, decía yo: "La sentencia que comentamos, ' 


además, pretende fundar la existencia del acto de gobierno, 
en el plano doctrinal, en la distinción entre función adminis- 
trativa y función de gobierno. Es cierto qué un sector . cada 
vez más minoritario de la doctrina se mantiene en tal posi- 
ción... i . 


Pero no lo es menos que la gran mayoría de los especia- 
listas ha demostrado la falsedad del distingo. Especialmente 
en Francia, el país donde circunstancias políticas particula- 
res determinaron el nacimiento' y el desarrollo de la: teoría 
del acto de gobierno, hace ya varias - décadas que distintos 
autores  (Dues, - Jéze, - Barthélemy, Duguit, Bonnard, Waline, 


Vedel)' han demostrado que esta distinción no se  AOYE en nin- 
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gún criterio jurídico admisible, eliminando asi el último 
reducto de pretendida justificación teorica al hecho --que 
no otra cosa es-- de que tales actos resulten inmunes al con- 
trol jurisdiccional. Esta demostración, por otra parte, tam- 
_bién se ha hecho, y con brillo, en la doctrina nacional.” 


Me remitía entonces a un trabajo de Jutio Agustín Prat 
al que de . “inmediato voy a .hacer moción. 


Reuubts evidente, en nuestra opinión, que, si se quiere 
reconocer a la mal llamada. función de gobierno, calidad de 
tal, debe encuadrársela en el: concepto de función jurídica 
del Estado. Es sabido: que estas funciones --Cconstituyente, 
legislativa, administrativa, jurisdicciónal-- pueden identifi- 
carse,' según el criterio que se adopte, tesde un punto de vista 
formal, material u orgánico. 


Pues bien. Si analizamos,con cualquiera-deesos criterios, 


los actos dictados' en ejercicio. de la pretendida función de 
gobierno, vemos que éstos resultan, invariablemente, ejercicia 


de otra función.: Tanto ' atendiendo al criterio formal como 


al orgánico, individualizamos á la función administrativa. * 


Con el criterio material, por lo: general --no en el 
caso que ha motivado esta sentencia'del Tribunal-- la supuesta 
funcion de aoblezno se identifica con la función legislativa, 


_La mejor demostración de lo que afirmamos está en el. 


propio párrafo del Informe de la Comisión de los Veinticinco 
que cita la sentencia, cuando habla de "actos -que provienen 
de una autoridad que tiene, al mismo tiempo, funciones de 
administración y de gobierno, cuando el acto está dominado 
o impuesto por las necesidades del gobierno'. 


En efecto. 


Si para saber a qué función pertenece un acto hay que 
averiguar por qué 'necesidades' 'está dominado o impuesto” 
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ello equivale a confesar la imposibilidad de fundar la distin- 
ción a través del análisis de la naturaleza jurídica de los 
actos y a apelar a la finalidad de los mismos como único expe- ; 
diente apto para delimítar los campos de la clasificación. 


De esto a retroceder a la vetusta teoría del móvil polí- 
. tico --inspirada en la 'razón de Estado'-- desechada hace : 
i ya un siglo por. ame lontAcian no media siquiera un paso". h 


rermimba AdErgaMaR otros «raullentds que hacen a lo que 
“sostenía el Tribunal de lo Contencioso Administrativo en aque- 
lla oportunidad, pero reitero que no quiero cansar al Cuerpo 
con la explicitación del problema doctrinario, que en mi con- 
d cepto y en el de autoridades mucho más elevadas, por supuesto . : 
LL que la mía, es absolutamente claro. Y : de O 
| - Pára terminar, señor Presidente, he hecho referencia. . 

a un trabajo sobre el tema, en realidad ' la "única monografía 

que existe sobre el acto de gobierno en la doctrina -uruguaya, 


que fue escrito por un administrativista conocido, que hoy 

cumple funciones en la. Oficina de Servicio Civil, en, la Comi- 

sión que estudia las reclamaciones de los destituidos, doctor. 

Julio Agustín Prat, que para la Revista de la Facultad de. 

Derecho escribió el primer trabajo. de fondo que existe sobre be e 
, ete tema en el país. 


En el Capítulo "Conclusiones" de este trabajo titulado 
"Contribución al estudio del acto de gobierno”, decía: “Hechas . 
estas precisiones - corresponde analizar la teoría del acto 
de gobierno; es decir, en otros términos, qué utilidad 


eS 


. puede prestarnos el: empleo: de este concepto. 
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Se ha dicho que esta denominación es útil en cuanto 
señala un conjunto limitado de actos, en su mayoría legisla- 
tivos y/o administrativos, de contenido netamente político 

- que atienden a la salvaguardia de los supremos intereses 
nacionales, y que ella se asegura prácticamente, por ser 
de principio, por actos incontrolables por los tribunales 
ordinarios y/o administrativos. 


También se ha dicho que es evidente que este conjunto 
ás de actos, denominados genéricamente de gobierno retrograda 
en número acusando una tendencia restrictiva significativa- 
mente perceptible en la lista empírica de los actos de go- - 
bierno elaborada por la doctrina francesa. - 


Si así se concibe la utilidad del acto de gobierno, 
debemos confesar que es de una lamentable pobreza técnica, . 
además de reconocer su absoluta falta de necesidad. "Estamos" 

-—decía el doctor Prat en 1958-- "contra el acto de gobierno y su aureo- 
la de inmunidad jurisdiccional por entender que no corresponde una tal 
afirmación a la ideología jurídica de nuestro tiempo. Sin necesidad: 

* de acudir a ella, las consecuencias que necesariamente impli 
s ca, se explican pos otros principios del derecho. público 
moderno, ya por la obligada coordinación que debe existir 
siempre en todo orden jurídico armónicamente trazado entre 
los diferentes poderes del Estado, ya por el libre juego 

« de las normas jurídicas, fundamentalmente por las disposicio 
“nes constitucionales sobre convocatorias a elecciones, con- 
ducción de las relaciones exteriores, etc. Tampoco necesita-. 
rían recurrir a la teoría del acto de gobierno las medidas 

de guerra y las relativas a la seguridad interna, pudiéndose 
acudir a modernas teorías como la de las circunstancias 
excepcionales que no resienten para nada los contralores 

de juridicidad una vez que estas circunstancias cesan de 
producir sus efectos. Aún más, a texto expreso, los mismos 
órdenes jurídicos admiten. ciértas fisuras, bajo determinadas 
circunstancias como el caso de las medidas prontas de seguri 
dad, previstas en nuestra Constitución. Si el propió orden 
jurídico se autojustifica ¿para qué acudir a complementar 

la fundamentación técnica-.de la medida con una teoría vetus- 

ta y caduca? : 


Lo más grave es que la vetustez de la teoría del acto 
de gobierno surge evidente si nos atenemos a los verdaderos ., 
orígenes. de su elaboración". : Creo que es muy importante. - 
lo que viene a continuación afirmado entonces hace ya casi.-- 


30 años por el doctor Prat. "Obedece despojándonos de toda 
hipocresia, exclusivamente a la debilidad del juez adminis- 
trativo, experimentada hace más de cien años ante un ejecu- 
tivo fuerte, en otro país del planeta y que valió, en esa 
oportunidad, como concesión para asegurarse el cumplimiento 
de sus fallos en un determinado sector de actos administra- 
tivos abandonando otro sector de actos a la ¡incontrolabili- 
dad jurisdiccional; lo que equivale a decix que este segundo 
sector de actos se entregó a la arbitrariedad de la autori- 
dad. Cabe preguntarse si esa concesión, ese do ut des reali- 


zado en una ya lejana época, bajo determinadas condiciones 


históricas para un determinado medio social que importa 
la consagración de principio de la inmunidad jurisdiccional 
de ciertos actos administrativos, puede tener validez en 
1958". Hoy estamos en 1987. "No podemos negar que esta inmu- 
nidad repugna al derecho público moderno y merece ser recha- 
zada in limine en forma terminante. Las consecuencias que. 
consagra son tan arcaicas, que por esta sola razón se hacen 
inaceptables, : 

El actó de gobierno no es otra cosa que una de esas 
“soluciones descastadas del derecho, justificadas: hace un 
siglo, en este caso, por la razón de Estado, pero que para 
el presente no tiene posibilidad ninguna de adquirir carta 
de ciudadanía en los diferentes órdenes, jurídicos inspirados 
en la ideología de Occidente. 


Esto no significa negar que muchas- actividades escapen 
a la regulacion normativa, ofreciendo a los órganos llamados 
a decidir un margen de discrecionalidad, a menudo amplio 


y muchas veces tan amplio que los actos devienen 'incontrola- 
bles por el juez. Es cierto también que muchos actos adminis ' 


trativos comunmente calificados de gobierno, por su propia 
naturaleza no provocan responsabilidad patrimonial o no 
son susceptibles del. recurso contencioso administrativo 
por el juego de principios generales. Se trata en la genera- 
lidad de: los casos de actos eminentemente discrecionales 


que no afectan derechos subjetivos, eludiendo así el contra-: 
lor contencioso administrativo. Pero a nuestro entender“ 


esto no es justificativo para afirmar la inmunidad jurisdic- 
cional de ciertos actos como principio de base. Del punto 
de vista del derecho estricto, nada obsta a que si el acto 
administrativo, pretendidamente de gobierno, llena los presu 


puestos para ser impugnado ante el Tribunal de lo Contencio-=. 
so según nuestras normas jurídicas, que se impugne y en 
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caso de ilegalidad, que se anule como cualquier acto adminis 
trativo. 


Puede argúirse que la expresión acto de gobierno se 
ha recibido enel texto constitucional, y que se ha dejado 
sentado en acta, cuando la reforma constitucional de 1951, 
que los actos de gobierno estaban exonerados del contralor 
jurisdiccional de legalidad. Estos argumentos, algunos han 
entendido, son suficientes para recoger en nuestro orden 
jurídico la teoría en examen y en consecuencia la. inmunidad 
jurisdiccional de principio, de esta categoría de actos. 


Entendemos que estos argumentos” no pueden aceptarse. 
En las limitadas referencias de. nuestro. derecho positivo, 
creemos haber demostrado que llas expresiones constituciona- 


les y legales carecen de. precisión técnica y 'se inspiran: 


en doctrinas que no son de recibo desde hace un largo rato. 
Además la pecepción de la expresión en el texto constitucio- 
nal se hace para Qqponerla a actos de administración para 


significar el alcance general de la norma donde la expresión * 


se inscribe. La argumentación de la expresa aclaración en 
actas de que estos actos no se comprendían en el artículo 
309 de la Constitución vigente, contradice la clarísima 
generalidad del texto constitucional, sin perjuicio de plan- 
“tear. el valor jurídico de la aclaración, a nuestro juicio 
totalmente negativo. o 

. * 

En consecuencia, por las expresiones ambiguas en textos 
con contenido técnico impreciso y por la generalidad genero- 
sa con que se abre el contencioso de : legalidad en nuestro 
derecho positivo, entendemos que nada permite al Tribunal 
de lo Contencioso Administrativo a declararse incompetente 
cuando se impugna un actó administrativo de los que comúnmen 
te se denominan de gobierno _Y nada - impide -también que si 
se dan, en la impugnación, los presupuestos exigidos por 
el derecho positivo para que el Tribunal lo conozca, que 
dicho acto se anule en la vía jurisdiccional. : : 


Por eso repetimos . con Duez, que "todo régimen que ambi- 


ciona realizar el Estado de Derecho: debe eliminar: de sus. 


instituciones este simbolo defectuoso que se denomina acto 
de gobierno. El acto no susceptible por naturaleza, de todo 
recurso contencioso, es dinadmisible: en nuestros días en 
un Estado que se empeña en permanecer políticamente liberal 
frente a totalitarismos foráneos, spin asi la idad died 
vencia de *la razón de estado'". 
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Señor Presidente: podría agregar referencias de trabajos 
del ex Decano de la Facultad de Derecho, el ya fallecido 
profesor Alberto Ramón Real y distintos trabajos publicados 
por el actual titular de la Cátedra, el profesor Cussinelli 
Muñoz, en la "Revista de Derecho, Jurisprudencia y Adminis- 
tración". Sin. embargo, creo que sería ocioso luego de los 
desarrollos de absoluta claridad conceptual que he leído 
en Sala, formulados por los profesores Justino Jiménez de 
Aréchaga, Sayagués Laso y Julio Agustín Prat. Naturalmente, 
admito que. en éste como en tantos otros problemas jurídicos, 
pueden haber dos bibliotecas; hay una. jurisprudencia del 


Tribunal de lo Contencioso Administrativo que, en forma. 


“totalmente errónea en mi concepto, ha admitido a Ío ; largo 
de los. años --no por el actual Tribunal, que no se ha 'pronun 
ciado al respecto-- la teoría del *acto de gobierno: y su 
consecuencia tradicional, esto es, la inmunidad de contralor 
jurisdiccional de ciertos actos. 24 


He querido hacer este desarrallo aun . ocupando quizás 
en exceso el tiempo de esta Comisión, porque creo que estos 
son antecedentes interesantes, incluso para su estudio  --no 
porque no puedan reiterarse en el Cuerpo-- ANELCA RASO por 
los integrantes del Senado. 


.Quiero.agregar algo más que dije en la. última sesión, 
para que conste en la versión taquigrafica. 


Creo que el Senado no se haría ningún favor si' estable- 
ciera contra el texto absolutamente. amplio y terminante 
del actual artículo 309 de .la Constitución, que ciertos 
actos, administrativos del Poder Legislativo no son IRE. 
bles: de contralor jurisdiccional. 


Entiendo que el constrcuyente del año 66 hizo bien en 
ampliar el marco de efectividad del estado de derecho some- 
tiendo a contralor jurisdiccional y, en concreto, del. Tribu- 


nal de lo Contencioso Administrativo, toda la actividad ' 


administrativa del -Poder Legislativo.: Creo que no hay bre- 
chas en ese contralor de legalidad; que no hay actos que 


és por su especialidad oO por sus particulares efectos puedan' 
ser calificados como actos de gobierno y ser inmunes al. 
contralor jurisdiccional del Tribunal de -lo Contenciosó ' 


Administrativo. Creo que. si los hay entre log ¡“actos ' que 
puede dictar el Senado, la Cámara de Representantes o la 
Asamblea General, es por otras razones, es porque no lesio- 
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nan derechos subjetivos, es por su generalidad, es por otras 
causas de inimpugnabilidad de determinados actos adminis- 
trativos, pero. no es porque no sean actos administrativos 
ni mucho menos es porque no sean actos de gobierno. 


Creo, además, que si algún día el Tribunal de lo Conten- 
cioso Administrativo dice que un acto administrativo del 
Poder Legislativo es inimpugnable, puede hacerlo porque 
ello está dentro de sus facultades, pero jamás debe adelan- 


tarse el Senado de la República, la Cámara de Representantes - 


o la Asamblea General, a reclamar de dicho Tribunal una 
suerte de inmunidad a determinados actos suyos. Pienso. que 
el Poder Legislativo debe estar al frente, en la vanguardia 
de la defensa del Estado de Derecho; y no debe temer que 
sus actos sean controlados por ningún órgano jurisdiccional, 
como no teme que sus leyes sean sometidas al contralor de 
inconstitucionalidad de la Suprema Corte de Justicia. Si 
no teme esto, ¿por qué debe temer que un típico acto adminis 


. 


trativo, como es el de la destitución de un Senador --porque 


la remoción no es sino. un acto de destitución-- sea controla 
do por el Tribunal de lo Contencioso Administrativo? ¿Por 


qué tiene que esgrimir la bandera de la teoría del acto. 


de gobierno que,. como decía el doctor Prat, es vetusta y 
anticientífica, para ver si el Tribunal entra por ese sende- 
ro, "y dice que. no juzga la legalidad de dicho -acto y se 
“inhibe?. ' j , 


No; tenemos que tratar que nádie crea que estamos procu- 
rando. impedir el control o el juzgamiento de la legalidad 


de este acto esgrimiendo esa teoría del acto de gobierno.-' 
Yo, que estoy convencido de la regularidad ¡jurídica del : 


acto, digo que debemos pronunciarnos, que es un acto adminis 
trativo, que es recurrible, que es impugnable ante el Tribu- 


nal de lo Contencioso Administrativo, que lo debemos confir-. 


mar porque es un acto arréglado a derecho, ya que estaban 


configuradas las causas previstas por el artículo .115 de. 


la Constitución de la República, y que tengo fe, además, 


de que en lugar de inhibirse, dicho Tribunal se:'vá a' abocar - 
a controlar: o a juzgar la  juridicidad del acto y que lo 


va a confirmar. Si no lo confirma, si lo anula,, eso no me 
va a molestar porque, como integrante del Senado de lá Repú- 
blica, formo parte de un Cuerpo: que, como todos los. órganos 


del Estado, integra: un Estado. de Derecho y está sometido, . 


ante todo, al principio de legalidad. Si mañana el Tribunal 


de lo Contencioso Administrativo eS. que la resolución 
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a) 
ye 


del Senado es un acto ilegal, pues bien, el acto será elimi- 


nado y el señor Senador Araújo volverá a sentarse entre. 


nosotros. Y admitiremos la sentencia --o no lo: haremos, 
porque tambien ¡una sentencia. puede ser equivocada-- y la 


acataremos, porque esa es la competencia constitucional. 


de dicho Tribunal. 
Reitero que no creo que eso sea lo que vaya a ocurrir, 
porque tengo la conviccion de que dictamos un acto arreglado 


a derecho, pero creo que no le haríamos ningún bien al Sena- 


do y al Parlamento si. intentáramos, previamente, cerrar 
la puerta a la actuación: del Tribunal de lo Contencioso 
Administrativo. - o > 

Es lo. que quería manifestar," y solicito excusas al' Cuer- 
po por haberme extendido en exceso. : 
SEÑOR PRESIDENTE.- Antes de dar la palabra a los: señores 
Senadores Rondán y Ricaldoni, haré algunas precisiones, 
ya que, en mi carácter de Presidente de la Comisión, me 
considero autorizado a ello. 

Tenemos que considerar un recurso de revocación: y no 
otra cosa; y no=depende en absoluto.de nosotros que el Tribu 
nal se considere competente o no, ni depende de nuestro 
pronunciamiento el hecho de que el señor Araújo se presente 
ante dicho Tribuñal. - 


j Miguién ¿piátadO que, tratándose de actos de Gobierno, 
estos no eran actos judiciables; pero se ha demostrado que 
esa es una resolución que tomará el Tribunal de lo Conten- 


cioso Administrativo en su oportunidad. Es decir: el señor ' 


Araújo se presentará en la baranda y no: le será rechazado 
su .escrito- que seguirá todo un trámite judicial; y cuando 


llegue al Tribunal, éste dirá si es competente --en Ccuyo* 


caso fallará a favor o en contra-- o no lo es, por tratarse 


de un acto de Gobierno, y rechazará el recurso. Pero el. 
pronunciamiento del - Senado" no tiene nada que. ver, ni influye 


en lo más mínimo. 


El señor Senador Aguirre parece pensar que el pronuncia- 


miento del Senado tendrá una influencia sobre la posterior 
decisión del Tribunal. Yo creo que no, que éste se guiará 


por su leal saber y.entender y no por. lo que haya dicho. 


el Senado. 
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Digo esto porque creo que si se considera conveniente 
que el Senado emita opiniones en su Plenario sobre la recu- 
rribilidad o no de este acto, allá él; pero eso implicaría 
repetir en el Senado lo que se diga aquí. 


En este.momento, para nosotros este es un punto puramen 
,te académico. Lo que tenemos que resolver y aconsejar al 
Senado es si estamos a favor de la revocación o no, que 
es lo que pide el señor Araújo. Y nada más. De manera. que 
estar elevándonos a las altas esferas jurídicas será una 


cosa muy util e interesante, pero no tiene relevancia aga” 


na en cuanto al PrOMINcamnAento del Senado. : y 


-Si nosotros vamos al Senado y decimos que la Comisión 
entiende que el acto no es recurrible, los demás señores 
Senadores podrán acotar que ésta es una opinión valiosísi- 
ma, pero que porque no sea recurrible ellos no tendrán 
que dejar de pronunciarse sobre el recurso de revocación. 

ss : 


Porque entendamos que no es recurrible, ¿vamos a pensar 
que el Senado no debe decir nada, y que debe quedarse ca- 
_llado,. ignorándolo? No; nosotros tenemos que pronunciarnos 
sobre dicho recurso de revocación. 


Entonces, me permito exhortar a la Comisión a que: nos 


concretemos al tema y que lo demás lo dejemos para la Sala 
de Sesiones. Aquí nadie va a convencer a nadie y, en defi- 
nitiva, si en la tarde de hoy la Comisión adoptara. reso- 
lución, diciendo por mayoría o unanimidad que este acto 
no es recurrible, ¿nos vamos a dar e satisfechos? 


Yo digo. que no.: [Por eso insisto én que tenemos que 
pronunciarnos concretamente sobre la revocación solicitada 
y nada más que - sobre ella. Por supuesto, esó no impide 
. que cada uno exponga su pensamiento con amplitud, aunque 

“opino que sería más conveniente _que esas exposiciones se 
hicieran en Sala y no en la Comisión, que debe concretarse 
- a sacar este asunto lo más rápidamente posible. 


SEÑOR ALONSO.- Coincido en , algo de lo que ha señalado el 
- señor Presidente, Ane en otros aspectos no. 


1 
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Estoy de acuerdo en que no le corresponde al Senado 
definir si el Tribunal de lo Contencioso Administrativo 
es competente o no, ya que esto es algo que corresponde 
definir al propio Tribunal. Pero no creo que el. tema sea 
tan académico. ni tan relevante a los efectos d>1 Senado, 
porque si se sostiene la tesis de la  irrecurribilidad de 
la resolución del Senado, está mal interpuesto el resurso. 
Por consiguiente, por razones formales estaría legitimado 
el Senado para no considerarlo como recurso.Fn todo caso, habría que con 
siderarlo como ejercicio del derecho de petición, tal como señalaba re- 
cién el señor Senador Aguirre. 


En consecuencia, no creo que ésta sea una discusión 
ociosa, gtás allá de la trascendencia que tiene vel tema. 
Insisto en que creo qué estamos comentando una teoría que 
es peligrosa para. el Estado de Derecho, pero señalo nuevamen 
te que tampoco creo que estemos fuera de tema. Considero 
de previo y especial pronunciamiento que la Comisión, antes 
de ponerse a entender en lo que es el “contenido de un recur- 
so, reconozca si él es o no un recurso, si lo que se esta 
tratando es la reconsideración de una decisión del Senado, 
que es recurrible o no, a la luz del texto constitucio- 
nal. : 


SEÑOR RICALDONI.- Señor Presidente: coincido con las últimas 

palabras de su intervencion. 
' a 

C: cido con el señor Presidente en que, más allá de 

la ¡importancia que puede tener para cualquier hombre de- 


' derecho el determinar si estamos en presencia de un acto. 


recurrible ante el Tribunal de lo Contencioso Administrativo 
--como es el caso de la expulsión del señor Araújo del ” Cuer 
po que _integraba-- es necesario que esta Comisión adelante 
una o más opiniones al Plenario acerca de. la aplicación 
del artículo 115 de la Constitución. Sea cual sea la opinión 


del Senado, el Tribunal de lo Contencioso Administrativo - 


es el dueño de la decisión en esta materia. Y el Parlamento, 
al igual que.el resto de los habitantes de este país, estará 


obligado a respetar el pronunciamiento de ese Tribunal.. 


La Comisión ha deseado que esta sesión cuente con una 
versión taquigráfica y ello no fue algo casual... Se resolvió 
así en el entendido de que se podría suministrar a los demas 
miembros del Cuerpo, en la sesión correspondiente, un mate-- 
rial más . completo de examen si ' se contaba con una versión 
fidedigna de lo que cada uno de nosotros expresara en Comi- 
sion PARpeoto al sena que tenemos a consideración. 
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Por lo tanto, aun con las reservas expresadas por el 
señor Presidente, que comparto, no quiero eludir el pronun- 
ciamiento sobre el primer tema, es decir, el de la impugna- 
bilidad de la decisión adoptada por el Senado ante el Tribu- 
nal de lo Contencioso Administrativo. 


Comienzo por señalar que considero equivocadas algunas 
formas de enfocar el tema --unas expresadas por el señor 
Senador Aguirre y otras por el señor Senador Alonso-- 


tendientes a destacar que la defensa de la competencia del. 


Tribunal de lo Contencioso Administrativo, aparte de lo 
que podría resultar del: análisis que ellos realizan desde 
el punto de vista técnico-jurídico, tiene también la ventaja 


de demostrar que este Cuerpo es un celoso defensor del Esta- , 
do de Derecho, entendiéndose por ello franquear la vía del 


Tribunal de lo Contencioso Administrativo. 


También se ha dicho que no hay que dar a entender --creo 
que fue el señor Senador Alonso--- ni siquiera en forma 


involuntaria, la existencia de una especie de temor a, some- 


ter el pronunciamiento del Senado a un órgano ajeno a “él. 


Con respecto al primer punto, creo que no deja de presén 
tarse una petición de principios en este razonamiento. Pien- 
so que la defensa del Estado de Derecho que resulte de lo 
que resuelva.el Senado, va a derivar de una ¡interpretación 
adecuada del texto constitucional y: no de una determinada 
posición en torno. a este caso concreto: Es decir, se defien- 
de el Estado de Derecho cuando se interpreta correctamente 
el ordenamiento jurídico. Si llegáramos todos a la conclu- 
sión --cosa que evidentemente no sé va a producir-- de que 


el acto del Senado disponiendo la expulsión del señor Araú-. 


JO, dentro del marco del artículo!115 de la Constitución, 


es. un acto recurrible ante el Tribunal de lo Contencioso 
Administrativo, es obvio que al sostener eso se señala un. 


punto de vista con relación al concepto de defensa del Esta- 
do de Derecho. Ñ eh , 


En cambio, si esta Comisión resolviera por unanimidad. - 


--lo que tampoco va a ser posible-- que este acto. no es 
susceptible de impugnación O anulacion por el Tribunal de 
lo Contencioso Administrativo, tambien se estaría abogando 


por la defensa del Estado de Derecho porque estaríamos dándo 


nuestra interpretación def ordenamiento jurídico aplicable 
en la aepecia: 
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En cuanto a lo del temor: que se ha expresado en Sala, 
no pienso que ésta sea una cuestión relevante porque frente 
a lo que para algunos podría ser una actitud temelosé del 
Parlamento en el sentido de que su acto sea Juzgado en forma 
desfavorable por el Tribunal de lo Contencioso Administrativo, 
se pueden anteponer, con la misma fuerza, argumentos oOriqina- 
dos por otro tipo de estados de ánimo, como el relacionado 
con el riesgo de la lesión del principio de separación de los 
poderes del Estado. : 


Considero que este no es un buen punto de partida para 
el análisis de la cuestión. Admito que este tema .es difícil 
por: cuanto no. hay unanimidad . en la doctrina uruguaya. Sin 
embargo, la ha habido hasta ahora, en los pronunciamientos 
vertidos por el Tribunal de lo-Contencioso Administrativo 
para situaciones no iguales, en las que se trató de la existen 


cia o no de actos de gobierno. Hasta el momento, el Tribunal . 


se ha pronunciado en forma invariable con carácter afirmativo, 


sobre la  irrecurribilidad de tales actos. Ese es un aspecto: 


del asunto que admito es opinable desde el punto de vista 


doctrinario. Por un lado, hay un sector de la doctrina que 
piensa de determinada manera, y por, Otro, "otro sector que 


lo hace en forma opuesta... No quiero establecer juicios compara 
tivos; ambas opiniones son de igual jerarquía intelectual. 
Se ha citado el nombre de Sayagues Laso y de Giorgi --hay 
otros-- incluso la posición del doctor Justino Jiménez de 
Aréechaga no parece ser la misma en el artículo a que dio lectu 
ra el señor Senador Alonso que la. que señalaba al «comentar la 
Constitución de 1952. - 


'* De modo que a través de este camino podemos tener respaldo 
para nuestros puntos de vista,.pero quiero rescatar la necesi- 


dad de hacer el esfuerzo personal, todos y cada uno de noso-» 


tros --como me consta lo estamos haciendo-- para tratar de 
agregar algo mas a lo que se ha escrito. En rigor; hay que 


aceptar de antemano que. practicamente en ninguno de los Casos - 


en que la doctrina nacional ha tratado el tema del acto de 
gobierno o de su recurribilidad ante el Tribunal de lo Conten- 


cioso Administrativo, jamás se planteó el problema de los 
actos dictados por el Parlamento mas alla de su funciop estric 
“tamente legislativa. Entonces, tenemos que saber que estamos 


construyendo a partir de una superficie plana en la que no 
existen antecedentes que nos signifiquen .una apoyatura en 
nuestras tesis. Eso es absolutamente cierto desde. el punto 
de vista de lo que “se ha escrito en la doctrina nacional. 


Nadie se planteó el problema del tipo de actos, o de la natura 
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leza de los actos del Poder togislat:vo. Ne voy 2 nacer ahora . . y 
el recuento de las numerosas disposiciones que resulran de 

la Constitución, de las leyes y de los propios reglamentos 

de los órganos que componen el Poder Legislativo en el senti- 

do de que, si prospera esta tesis de la recurribilidad de 

los actos del Poder Legislativo ante el Tribunal de lo Conten 

cioso Administrativo, ello significaría la parálisis del 

Poder Legislativo como Poder del Estado. 


: Como ha señalado el señor Presidente, es probable que 
eso sea propio de lá discusión en-Salá y no de la tarea o 
debate en esta Comisión. Sin embargo,: aun admitiendo que 
este tema es opinable, aun reconociendo algo por todos sabido 
--es decir, que el Derecho no es una ciencia exacta sino 
social. y por ello. no.se puede demostrar por medio de A+B . 
que algo está equivocado p es «acertado-- quiero : insistir ! 
en algo que señalé en la sesión anterior. Pienso que no hay  ' sp 
doctrina, ni nacional ni extranjera, que valga frente al texto de Es 
la Constitución. Este, tiene disposiciones que demuestran 
claramente que para nuestros constituyentes --no sólo para 
el de 1967 sino también pára los anteriores, desde la incorpo - Pos E 

ración de la temática vinculada con la anulación de los actos e 

de la Administración-- “ya era conocida la distinción entre : h- 
los actos recurribles ante el: Tribunal ' de lo Contencioso 
Administrativo y dos que no lo eran. Eso figura en los pro- 
pios antecedentes que rodearon la elaboración del texto cons- 
titucional de 1952. La Comisión que preparó el proyecto de * 

* reforma constitucional emite un informe en mayoría- que - toma 
partido” decidido en cuanto a' la distinción entre el acto 
administrativo y el acto de gobierno y, al mismo tiempo, 
establece la recurribilidad de lqs actos administrativos 
y la no recurribilidad de los actos de gobierno, Más allá 
de la no del todo completa perfección del texto constitucio- 
nal, a mi juicio, eso está salpicando el articulado de la 
Carta en numerosas disposiciones.  . +. : : 


Mientras escuchaba con atención.las tan importantes expo- 
siciones del señor Senador Alonso y del señor Senador Aguirre 
--con las que no coincido pero que respeto mucho por su.res- 
ponsabilidad y profundidad-- estaba repasando algunas disposi 
ciones de la Constitución que ponen de manifiesto lo que 
acabo de. señalar. - 


Si nosotros tomamos, por. - ejómblo, el hiiade de la Sección 
XVI de la Constitución veremos que contiene las expresiones: 

“Del Gobierno y de -la Administración de los Departamentos”. 
A continuación, el artículo 262 del Capítulo I establece 
“también, la-distinción entre el acto de administración 'y 
' “el. acto de gobierno. LAA 


En la Sección VIlI, en +2 artículo 147, se hace también 
la distinción entre acta de edininistración y el acto de go- 
bierno. En este artiícalo se señala que, "Cualquiera vue las 
Cámaras podrá juzgar la awstión de los Ministros de Estado, 
proponiendo que la Asamblea General, en sesión de ambas Cama- 
ras, declare que se censuran sus actos de administración 
o de gobierno” 


Elo artículo 160,que pertenece al Capítulo 11 de la Sec- 
ción 1X, dice: "El Consejo de Ministros se integrará con 
los titulares de los respectivos Ministerios o quienes hagan 
sus veces, y tendra competencia privativa en todos los actos 
dc gobierno y administración que planteen en su seno el Presi 
dente de la ma pr o sus Ministros en temas de sus respec- 
tivas carteras", etcétera. 


Si .combinamos lo que dice el artículo 197 con lo que 


ustabléce el artículo 198, que en su última-parte dice: "Las 
destituciones y  remociones previstas en este artículo y en 
el anterior, no darán derecho a recurso alguno ante el Tribu- 
nal de lo Contencioso Administrativo", se podría sostener, 
con un criterio “pie de letrista" que lo. que no fuera destitu 
ciones” ni remociones pero que se encuentren incluidos -tam- 
bién, en las hipótesis del artículo 197 --observaciones a 
los Directores de los Entes O suspensiones de los actos obser 
vados.-- «a contrario sensu tendrían .que ser recurribles- ante 
el Tribunal de lo Contencioso Administrativo. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Aguirre).-*Hace unos instantes el señor 


“Alonso me llamaba la atención, creo que para solicitarle una: 


interrupción. Pero antes de que usted se la otorgue, deseo 
pedirle me aclare una inquietud. No entendí bien su último 
arqumento. No veo por qué. del hecho de que el artícu- 
lo 198 de. la Constitucién diga que determinadas destituciones 
Y remo ones de Directores de Entes Autónomos y Servicios 
Descentralizados no dan derecho A recurso: alguno ante el 
Tribunal de lo Contencioso Administrativo, pueda deducirse 
--que no es así-- que-los demás actos. previstos en este ar- 
tículo son recurribles. .A mi modo de ver, los demas actos 
previstos en este artículo son recurribles porque son actos 
administrativos. Y si son actos administrativos, de acuerdo 
al artículo 309, no son recurribles. Es decir, que aquí hay 


una excepción a un típico.acto administrativo que es la desti. 


tución de un Director de Mhte Autónoma; -hecha aye el Poder " Eje 
curivo, con la venia del Senado de la República, la misma manera 


que es un acto administrativo, el' nombrisLagto de un. Director 
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de un Ente Autónomo también con la venia de! Senado de la 
República. Ahora, lo que no entiendo, es por qué el señor 
Senador Ricaldoni vincula este argumento con el problema 
del acto de gobierno y del acto de administración, porque 
aquí no se habla de ninguna de las dos cosas. 


SEÑOR  RICALDONI. Antes Que nada le pido excusas al señor 
Senador Alonso por no haber advertido su deseo de hacer uso 


“de la palabra. 


Hace unos momentos señalaba que, en el artículo 198, 


en su último párrafo dice: "Las destituciones y: remociones 


previstas en este artículo y en el anterior” --198 y 197-- 


- "no darán derecho a recurso alguno ante el Tribunal de lo 


Contencioso Administrativo". Creo que el señor Senador Alonso 
señalaba hoy que, a contrario” sensu, esto demostraba que 
donde el constituyente no estableció a texto expreso la irre- 
curribilidad, la regla es la competencia del Tribunal de 
lo Contencioso Administrativo... o 


SEÑOR ALONSO. - No sólo a contrario sensu sino por el funciona 
miento del artículo 309. 


SEÑOR RICALDONT.- A.él iremos, señor Senador... 


Antes que nada deseo recalcar --opinión que .creo todos 
compartimos-- que' mi. opinión es que la interpretación a 
contrario sensu es siempre peligrosa y que por tanto hay 
que manejarla con sumo Cuidado. Pero yo decía, además, que, 
con este criterio, tendríamos que llegar a la conclusión 
que sí daríán derecho a recurso ante el Tribunal de lo Conten 
cioso Administrativo las otras competencias que. el artículo 


197: le da al Poder Ejecutivo. Sin embargo, yo ¿digo que no 
"necesariamente eso es asi. Eso era lo que yo quería. manifes- 


tar. 


- SEÑOR ALONSO. - ¿Me permite, señor Senador? | 


Quiero aclarar que lo que realmente quería no “era solici. 


tar una interrupción sino una aclaración pero luego de finali- 
zada la intervención del "señor Senador - Ricaldoni, porque 
no quería que su pensamiento perdiera ¡ilación. : 


SEÑOR RICALDONI. En' esta cita .de diaponi Shoes: constitu 


cionales --no sé si son las únicas, créo que no-- 5e encuen- - 
tra, para mí, implícita la buena tesis de que. hay actos .1lama 
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dos administrativos que no son susceptibles de anulación 
por. parte del Tribunal. Me permito también referirme al ar- 
tículo 303: "Los decretos de la Junta Departamental y las 
resolpiciones del Intendente Municipal contrarios a la Consti- 
tución y a las leyes, no susceptibles de ser impugnados ante 
el Tribunal de lo Contencioso Administrativo, serán apela- 
bles"... etcétera. Con ello indirectamente se establece la 
tesis de que hay algunos que son impugnables. Es decir, la. 
distinción entre los actos impugnables y no impugnables... 


SEÑOR ALONSO.- A lo que yo apuntaba no era. a que —_—— 
el estado de derecho cuando el Pribunal de lo Contencioso 
no interviene. Lo que a mí me resulta temible es que existan 
decisiones de la Administración oO, de cualquier poder del. 
Estado, en fúnción administrativa, que gocen de la más absolu 
ta discrecionalidad. En el caso del artículo: 303, justamente, 
lo que se hace es sustituir el contralor que puede ejercer 
el Tribunal de lo Contencioso Administrativo por el que a: 
ejercer la Cámara de PRESAS 


. 


Esto estaría indicando que cuando fates un contralor, 
expresamente previsto :por la Constitución, ésta se preocupa 
de que haya otro. Pero lo que todavía no he escuchado es 
la lectura de un texto positivo de la Constitución vigente 
que establezca que hay actos administrativos que son ¡irrecu- 
rribles. En cambio, sí, hay disposiciones que establecen, : 
“a texto expreso, la recurribilidad de los actos administrati- 
vos. 


Por. ejemplo, cuando el acto administrativo no es recurri- 
ble --según el artículo '(198-- la Constitución lo dice expresa * 
mente. - Y. cuando es recurrible para: ante otro órgano, como 
el caso del. artículo 303, la Constitución también lo ia 
expresamente. : 


SEÑOR RICALDONI.- Creo que en más de una de las exposiciones 
contrarias a la tesis que yo pretendo sostener, involuntaria- 
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mente, se confunden lo. que pueden ser críticas, desde ese 
punto de vista, a la solucion contenida en el texto constitu- 
cional, con lo que el propio texto establece. Pero antes 
de seguir adelante --ya que me viene a la memoria-- quiero 
recordar que el propio Sayagués Laso decía --a partir de 
la clasificación de los actos citada hoy por el señor Senador 
Alonso, en actos constituyentes, legislativos, administrati- 


vos y jurisdiccionales-- que cualquiera de esos cuatro tipos 
de actos- podía tener la naturaleza de actos de' gobierno. . 


Y a partir de allí desarrollaba una tesis que no voy a to- 


marme el atrevimiento de repetir, porque es de Sobra conocida 


por todos los miembros de la Comisión. 


Quiero decir que cuando el acelcula 309 de. la' Constitu- 
ción señala que el Tribunal de lo Contencioso Administrativo 
conocerá de las demandas. de nulidad de actos administrativos 
definitivos cumplidos por la Administración en ejercicio 
. de sus funciones, no está señalando que todos los actos que 


puedan considerarse de tipo administrativo son . susceptibles 
de demanda de nulidad ante él Tribunal, sino sólo aquellos 


actos administrativos típicos --porque la distinción existe, 
y no sólo en la doctrina sino también en el pensamiento del 
constituyente-- que son distintos de los actos de gobierno. 


; De modo que lo que establece el artículo 309 de la Consti 
tución, interpretado como corresponde,. significa que sí se 
puede ¡ir (ante 'el Tribunal de lo Contencioso Administrativo, 


pero cuando no se trate de lo qué la doctrina define. como 


acto de gobierno. 


, 


Sua cuestión es deterninár el acierto ó no del disticao; 


pero eso es materia de discusión, de análisis del texto 'o 
de : eventuales reformas del mismo. Otra cosa. es distinguir 
que el acto de gobierno puede tener una naturaleza, una mate- 
rialidad distinta --con lo que estoy de acuerdo-- en un orde- 


namiento .jurídico o en otro en atención al contexto de ese 


ordenamiento jurídico, lo que también acepto. . 
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Entiendo que lo que no se puede negar --y no puede soste- 
nerse que eso signifique una actitud sistemáticamente equivo-' 
cada del Tribunal de lo Contencioso Administrativo-- que 
los actos de gobierno no tengan raíz constitucional en el 
pais. j . 


Hago estas reflexiones, que SEGUNAMENEE habrá que prgíun- 
dizar, para señalar que cuando el Parlamento utiliza el ar- 
tículo. 115 y aplica cualquiera .de las medidas disciplinarias 
allí previstas está cerrando toda posibilidad al damnificado 
salvo dos, 


En el primer caso, plantear --creo que por la vía del 
recurso de petición==-. un nuevo examen del acto por el órgano. 
que lo dictó. Sin embargo creo que si. algo resulta claro 
dentro de esta tesis es que la Comisión también tendrá «que 
pronunciarse sobre un problema que quizás. se considere seman- - 
tico --el que me parece que el señor Senador Alonso planteó 
al señor Senador Ortiz en forma correcta hace un momento-- 
o sea, si la Comisión entiende que-este acto no es - suscepti- 
: ble de demanda de nulidad ante'el Tribunal de lo Contencioso 

Administrativo, lo que dará lugar a que haya que cambiar 
* algo así como la carátula, y ahí habría un derecho de peti- 
: . ción planteado bajo la AaReO: de un recurso de revocación. ' 


¿> 


En cambio, si se da la tesis: que sostiene el señor Sena= 
dor Alonso, entonces, sí, estariamos en presencia de un recur 
so de reposición. Esto me parece evidente, 'yy el camino del 
pronunciamiento del Senado coincidiría con lo que establece 
el artículo 30, .que se - refiere al“derecho de petición, o - 
en cambio correspondería eel otro,. en virtud de lo que dispone 
el artículo 317 de la Constitución. En ese caso, la naturale- 
za jurídica del planteo que efectúa el ex señor Senador Arauú- 
jo sería esencialaente diferente. 


Respecto al. segundo punto,” entiendo que este tema. 
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no lo vamos a agotar en la sesión de hoy. Por lo tario, sería 

conveniente que nos abocáramos al examen en sí mismo del 

procedimiento seguido en torno a la aplicación del artícu- 
lo 115 de la Constitución porque ese es el tema propio del 

Parlamento, en este caso, del Senado. Con esto no estoy di- 

ciendo que no debamos referirnos al otro aspecto. Pero coin- 

cido casi totalmente con el señor Senador Ortiz en cuanto- 
a que el tema esencial y propio del Senado y al que realmente 

debería entr3ár porque ello le haría bier “al Senado ya que 

inclusive roza la propia imagen del Cuerpo, es repasar nueva- 

mente con la menor dosis de apasionamiento posible, mezclando 

lo menos posible .factores extrajurídicos, como pueden ser 

los políticos, o repensar lo que todos y cada uno de nosotros 

hemos hecho al dar nuestro voto favorable o negativo el día 

que dispusimos la expulsión del ex señor Senador Araújo. 


Estimo que el Parlamento tiene que ser muy cuidadoso. 


respecto de este tema porque es a partir de ese papel prolijo 


y hasta meticuloso del Senado que puede resultar Clara para 
la opinión, pública la actitud adoptada; de lo contrario po- 
dría resultar una actitud viciada por factores ajenos a -los 
propios textos constitucionales y a la conducta del ex señor 
Senador Araújo. Po 


SEÑOR PRESIDENTE.- Desearía que en esta sesión. pudiéramos 


“adoptar una resolución sobre el punto previo, es decir, la: 


recurribilidad del acto, a efectos de abocarnos eñ la; ¡próxiima 
sesión al otro aspecto de este asunto. Por ese motivo, le 


'" solicitaría al señor Senador Rondán, sin querer con ello impedir 


circunscribir el alcance de su exposición, si nos; pudiera 
dar su opinión sobre la recurribilidad, a efectos de tener 
un panorama completo acerca de este tema. E: EN 


» 


SEÑOR  RONDAN. Resumiendo, priria decir que en dos de las: 
exposiciones muy fundadas que se han realizado se ha desarrolla 
do con claridad de detalles la recurribilidad del .acto, mien- 
tras que en una tercera se ha planteado una duda sobre su 
procedencia, que fue lo que manifestó el. señor Senador Rical- 
doni. A las dos primeras exposiciopes adhirió el señor Senador 
Fá .Robaina,. lo que me evita disentir con un compañezo que 
había estudiado el tema. 
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Nuestro libro de cabecera es el del doctor Sayaqués Laso 
--Ccosa natural, ya que fue nuestro proresor-- y de acuerdo a 


su posición nos hallamos frente a un típico acto de adminis- 


tración. 


Ya se han dado aquí los fundamentos depor qué éste no es 
un ácto de gobierno. 


Por otro lado, adhiero a la posición de que la disquisi- 
ción entre acto de gobierno y acto de administración está 
siendo dejado de lado por la doctrina universal, especialmen- 
te la francesa, que es la que acogió esa posición en el si- 
glo pasado. " 


Tampoco podemos olvidar que si el Tribunal de lo Conten- ' 


cioso Administrativo admitió, prácticamente por unanimidad, 
el acto de gobierno, lo hizo durante uno de los perfodos más 


especiales de nuestra historia en materia de correcto dicta-. 


do de la Justicia y de interpretación y aplicación de la nor 
ma administrativa. 


No cabe duda de que el Parlamento ha actuado en ejerci- 


cio de sus potestades disciplinarias, aplicando lo que consi 
deró arreglado a Derecho --y en esa oportunidad adherimos al 
"voto que se dio-- en el sentido de que la conducta del ex Se- 


nador Araújo no era correcta por lo que podía remitirse al. 
último inciso del artículo 115 de la Constitución de la Repú 


blica que, como todos sabemos, fue incorporado en la Reforma 


del año 1957. Si se trata de un acto típicamente administra 


- tivo en el que el órgano establece que la conducta de uno de 
sus integrantes no es arreglada a Derecho y merece los co- 


rrectivos que está autorizado a aplicar de acuerdo al texto 
constitucional, consideramos que el acto es de administra-' 


ción en el concepto amplio en que lo emplea la Constitución 
en el artículo 309, por lo que adherimos a la posición de su 
recurribilidad. No creo, sin embargo, que nos . encontremos 
frente a lá posibilidad de una reconsideración. 


Creemos que hasta en la forma en que se cumplió con - los 


plazos para la:presentación de este recurso, el administrado 


o quien sufrió la posibilidad de una desviación de los actos 
del poder administrador se amparó en lo que establece el ar- 


tículo 317 de la Constitución de la República. Por eso no me 


asusta el hecho de que los actos del Poder Legislativo puedan 
ser revisados por el Tribunal de lo Contencioso Administrati- 
vo, yá que en otro aspecto las decisiones legislativas, - es 
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decir, las leyes, también son revisadas por la Suprema Corte > 
de Justicia, cuando interviene para juzgar sobre la constítu 
cionalídad de un texto legal. En este caso ya nos hemos acog 


7 tumbrado y lo vemos como algo absolutamente normal. Si hemos 
vuelto al Estado de Derecho y como Legisladores estamos dis- 
puestos a someter todos nuestros actos a la autoridad que 


realmente debe tener la consideración, como lo es la Suprema 
Corte de Justicia o el Tribunal de lo Contencioso Administra 
tivo, no me asusta que este Último tome intervención en: el 
juzgamiento de si se actuó o no con arreglo a Derecho. Es por 
eso, señor Presidente, que adhiero a la posición de quienes 
consideran que el recurso ha sido correctamente interpuesto, - 

- Creo que efectivamente nos hallamos frente a un acto adminis 

trativo susceptible de ser recurrido y encomendado a las dis 
posiciones del texto constitucional. 


Y» 


Por lo expuesto, si en esta sesión hubiera pronunciamien 
to, mi posición será la de acompañar <a quienes piensan de es. 


; 
ed , ! » 

A “ 
A 


ta manera, tal como lo han expresado en forma tan erudita los _ $ 

señores Senadores Alonso y Aguirre. E , : E 8) 
Para la próxima sesión de esta Comisión deseamos anotar- A E 

nos para hacer- uso de la palabra al principio y no al final A 

como en el día de hoy, a fín de tener oportunidad de expre- de 

sar los puntos que hemos estudiado. Nos abocaremos a la con- . ES 


Sideración de la forma en que se condujo el Senado de la Repú 
blica cuardo aplicó una sanción por los actos del ex Senador : » 
Araújo y, especialmente, a los pronunciamientos del profe- 
sor de la Facultad de Derecho y del Director de la Oficina 
del Servicio Civil. , E E 


m7 
Ae 


; Repito, entonces, que acompañaré con mí voto. la posición - 
de que el recurso es tal, ha sido presentado en tiempo y for . 
ma. y debe ser oportunamente franqueado al ¿tribunal de lo Con : 
ARERORO Administrativo. Gs E 


En la próxima sesión me anotaré entre los pedra para 
hacer uso de la palabra y fundamentaré mi posición en cuan- 
to al comportamiento jurídico del Senado de la AOpUbLiCA : en. 
el tratamiento de. este asunto. 5 


AXERENTiánEn, : también pondremos de manifiesto nuestras dl 
trepancias con la posición «del doctor Cassínelli Muñoz. en 
cuanto. a la procedencia de incluír el tema en una sesión ex- 
traordinaria, modificando su orden del día. - - 
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SEÑOR ALONSO.- Señor Presidente: procuraré recurrir a mi máxi- 
mo poder de síntesis a fin de formular, de manera telegráfica, 
algunas precisiones a la posición sustentada por el señor Se- 
nador Ricaldoni que, hasta por consideración y respeto. consi- 
dero indispensable hacer. 


En primer lugar quiero señalar que no he sostenido como 


elemento cardinal que el Senado deba abocarse a la considera- 


ción del recurso planteado por el señor Araújo a fin de dar 
una buena imagen de la defensa del orden jurídico. Lo que he 
señalado es que la tesis de la irrecurribilidad de los actos 


de Gobierno es peligrosa en lo que refiere a la propia vigen- 


cia del Estado de Derecho. Como decía el señor: Senador Ricaldo. 
ni, creo que no hay una equiparación de las posiciones doctri 
narias en. relación a la irrecurribilidad del mencionado acto. 
Es difícil evaluar los méritos o la autoridad científica de 
determinados nombres y considero que en éste como en otros as 


pectos del tema se incurre en confusiones.e imprecisiones. Por 


ejemplo, a la corriente doctrinaria que podría sostener la 


irrecurribilidad del acto de Gobierno se suman aquellas posi- 


ciones que afirman la existencia del acto de Gobierno como ca 
tegoría. El caso típico es el del doctor Giorgi. Me permito 
leer dos párrafos de su trabajo sobre el Contencioso Adminis- 
trativo de anulación. Dice así: "A pesar de ser la actividad 
de gobierno esencialmente discrecional, no ha sido acogida la 
tesis de la impugnabilidad de la misma ante la jurisdicción 
anulatoria, basada en los principios de la discrecionalidad ad 
ministrativa. La doctrina señala, sin embargo, el progreso que 
significaría la sustitución de la teoría de los actos de . go- 
bierno por la del poder discrecional, pues permitiría, al me- 
nos, un'contralor sobre el cumplimiento de las reglas de com- 
petencia y de forma y sobre el fin que ha guiiado la acción ad 
ministrativa. La tendencia más avanzada --cabe consignarla-- 
se inclina a considerar legítimo el contralor jurisdiccional 
de los elementos jurídicos intrínsecos del acto de Gobierno”, 
--Ccompetencias, por ejemplo-- "sin rozar, por. supuesto, su con- 
tenido o elemento intrínseco, sujeto a la apreciación discre- 
cional del gobernante”. os : : 


Señalo, entonces, que en Le que refiere a la impugnabilií- 
dad del acto de Gobierno --ya sea porque se niega su existen- 
cia o porque admitiéndola no se le confiere carácter de inim- 
pugnable-- se puede citar a los doctores Pérez . Pérez, Prat 
--cuya Opinión ha sido leída! por el señor Senador Aguirre-- 
Korzeniak, Jiménez de Aréchaga, Cassínelli Muñoz y al ia 
mai Giorgi. 
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Con respecto a la puntualización de las distintas disposi- 
ciones constitucionales en las que se reconoce o menciona ex- 
presamente la categoría de acto de Gobierno, debo manifestar 
que nadie cuestiona que en la Constitución efectivamente se men 
cionan dichos actos. di 


Lo que estamos “señalando nosotros es-que el acto de Gobier 
no --aun admitiendo su existencia-- es una sub-categoría del 
acto administrativo, como lo es el acto de administración - y 


que, por consiguiente, por disposición expresa de la Constitu— 


ción, esa categoría es impugnable.. 


Coñ referencia al informe de la comisión de la Constitu- 


ción del1952, digo que si un informe por mayoría que ' sostiene 


una posición que luego expresamente no es recogida en el texto 


que, »en definitiva, se sanciona, no puede invocarse como argu- > 


mento valedero para sostener que el texto positivo expresa una 
cosa distinta de la que dice. No es un argumento "contrario 


sensu" si el criterio sostenido por esa Comisión fue modifica- . 


do, por algo se hizo. 


. 


En definitiva, no se puede, como lo dice el propio texto, 


so pretexto de consultar: la intención del Laghala tor, RROnO= 
cer la letra de una disposición. 


Finalmente señalo que no es unánime la doctrina en cuanto 


a sostener --como lo hacía el doctor Sayagués Laso-- que el ac 


to de Gobierna puede emanar tanto de la función jurisdiccional 


como de la administrativa, camo de la legislafiva. Hay quienes  sos-' 


tienen en doctrina que el acto de Gobierno es privativo del ña 
der administrador, es decir, del Poder Ejecutivo. 


Por último, en el curso del debate, en algún momento, se ha 


tratado, prácticamente, como sinónimos, el acto administrativo 


y el acto de administración. 


. El acto administrativo es una categoría que surge de una 
clasificación que atiende los aspectos material y formal: del 
mismo y son aquellos actos de saninietración que producen afec 
tos de carácter supletivo. 


En cambio, el acto de administración es una  sub-categoría 
dentro del acto administrativo. Es decir, que podríamos tener 
entre los actos administrativos los de administración y. los 
de Gobierno. : 


A” 
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Esta segunda tesis del doctor Sayagues Laso, esta sub-ca- 
tegoría del acto de Cobierno puede aparecer, también, enotras 
funciones. En ningún casq, podemos asimilar acto administrati-. 
vo y acto de administración. En este caso, el acto administra- 
tivo tiene un contenido material y de lo que se trata, especÍ- 
ficamente es la resolución que ha tomado el Senado. Podrá dis- 
cutirse si esta resolución tiene la categoría, la sub-especie 
de acto de administración o de acto de Gobierno. Estimo que se - 
trata de un acto de administración y no.de uno de GOPLRCAD 


Aquí tenemos que dirimir tres cosas. Primero, existencia 
o inexistencia de la categoría acto de Gobierno; en segundo lu 
gar, si el acto de que trata el Senado es uno de Gobierno o de 
administración y, en tercer lugar, admitido que existiera el ac- 
to de Gobierno, y admitido que tuviera tal carácter, lo que ha 
brá que determinar es si el acto de Gobierno es además inimpuy 
nable. Si A - 


Sostengo, por su dqIden, que rechazo la teoría de acto de 
. Gobierno, .porque la corisidero po fundada y altamente peligrosa 
para el Estado de Derecho; en segundo lugar, auncue él exístie 
ra ¿este es un acto de administración? Y, en tercer término, 
aunque éste “fuera un acto de Gobierno, de acuerdo al texto de 
. la Constitución, los actos de Gobierno no son inimpugnables. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Como ha llegado la hora de la sesión del Se 
nado, proseguiremos discutiendo este tema en la próxima sesión 


En el aspecto formal en cuanto a la recornibi2Hdad del ac 
to, es opinión unánime en la Comisión; pero atento al pedido 
del señor Senador Ricaldoni, que estima que puede ser conside- 
rada una petición y no un recurso administrativo típico, vamos 
'a decidirlo al iniciar La próxima reunión. 


Por último, quiero decir que la referencia al artículo 203 
de la Constitución, creo que no tiene el alcance que se le 'ha 
dado porque, por ejemplo, los decretos de las Juntas Departamen 
tales allf mentados, no son susceptibles de impugnación ante - 
el Tribunal de lo Contencioso Administrativo; no son actos * de 
Gobierno sino, simplemente, decretos legislativos a los cuales 
el artículo '260 de la Constitución les reconoce fuerza de ley 
en su jurisdicción y, por copealente, no son actos admínis— 
trativos sino legislativos. 


Si no se observa, se levanta la añibh, 
(Así se hace, a la hora 17 y 55: minutos). 
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